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Principio de proporcionalidad en materia 
sancionatoria ambiental. Análisis 

de su aplicación en un proyecto de 
engorda de salmónidos

Proportionality Principle in the environmental sanction. Its analysis in 
a project of salmonid feedings.

Jorge Brower Gougain1

El presente trabajo desarrolla una breve revisión 
del principio de proporcionalidad con el objeto de 
comprender las implicancias de su aplicación en 
materia sancionatoria. Luego, se analiza la aplica-
ción del principio de proporcionalidad por parte 
del Tercer Tribunal Ambiental (“3TA”) en el caso del 
proyecto “Centro de Engorda de Salmónidos Coc-
kburn 23” de Nova Austral S.A, causa rol Nº R-43-
2023, en el cual se revisa la legalidad de la revo-
cación de la Resolución de Calificación Ambiental 
(RCA) del Proyecto por parte de la Superintenden-
cia del Medio Ambiente (SMA) en el marco de un 
procedimiento sancionatorio. Lo anterior, tiene por 
objeto evidenciar cómo dicho Tribunal entiende y 
aplica el referido principio en consideración al análi-
sis doctrinario realizado.
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Th i s  paper  p rov ides  a  b r ie f  rev iew  o f 
proportionality’s principle to understand the 
implications of its application in sanctioning 
matters. After that, it shows an analysis of the 
proportionality principle applied by the Third 
Environmental Court (“3TA”) in the project 
“Centro de Engorda de Salmónidos Cockburn 
23” project, case Nº R-43-2023, in which the court 
reviewed the legality of the Environmental License 
revocation (RCA) of the Project by the Environment 
Enforcement Agency (SMA). The above has the 
purpose of demonstrating how the 3TA understands 
and applies the referred principle.

Keywords: proportionality principle, proportionality 
test, administrative sanction, environmental license 
revocation, legality principle.

I. Introducción

Al momento de dictar la sentencia en el caso 
asociado al proyecto “Centro de Engorda de 
Salmónidos Cockburn 23” de Nova Austral 
S.A., causa rol Nº R-43-2023, el Tercer Tribu-
nal Ambiental ha analizado la aplicación del 
principio de proporcionalidad para sostener, 
en definitiva, que la sanción de revocación de 
la Resolución de Calificación Ambiental no ha 
sido debidamente fundamentada por parte de 

la Superintendencia del Medio Ambiente. Tal 
antecedente, ha generado el interés de reali-
zar una revisión del razonamiento esgrimido 
por el tribunal para efectos de determinar si 
el estándar utilizado por parte del 3TA se ha 
ajustado a la aplicación de los subprincipios 
vinculados a la proporcionalidad que han sido 
desarrollado doctrinariamente.

En virtud de dicho ejercicio, el presente 
trabajo plantea que, a propósito de la senten-
cia dictada, el tribunal ha razonado en torno a 
la motivación del acto administrativo cuestión 
que no resulta equivalente a la aplicación de 
los subprincipios del test de proporcionalidad, 
correspondientes a la idoneidad, necesidad y 
proporcionalidad en sentido estricto. En efec-
to, ambas técnicas argumentativas obedecen 
a formulaciones dogmáticamente diferentes. 
Para evidenciar lo señalado, se realiza una 
revisión de la doctrina sobre el principio de 
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proporcionalidad, luego de los subprincipios 
del test de proporcionalidad, un breve análisis 
de la sentencia y conclusiones.

II. Breve revisión del Principio de 
Proporcionalidad en la doctrina

Toda aproximación al principio de proporcio-
nalidad como estándar de escrutinio de los 
actos de la Administración, implica necesaria-
mente una detención para analizar el contexto 
en el cual se materializan tales actos y, así 
poder comprender sus fundamentos e impli-
cancias. En este sentido, entre otros, la Admi-
nistración se encuentra sujeta al deber de pro-
mover el bien común y lograr la integración de 
la comunidad. De esta forma, se le “exige que 
esta deba adoptar todas las medidas y ejercer 
las atribuciones que el ordenamiento jurídi-
co le confiere destinadas a cumplir un rol de 
conformación social que responda a valores y 
bienes constitucionales”2.

Es posible apreciar que la misión asigna-
da a la Administración, hace necesaria para 
su cumplimiento la adopción de medidas que 
se materializan en actos administrativos. En 
cuanto a su contenido, estos quedan sujetos 
a ciertos límites que se esgrimen a propósito 
de los derechos constitucionales que el propio 
Estado debe garantizar, especialmente, cuan-
do ejerce las facultades sancionatorias que el 
ordenamiento jurídico le confiere. En este con-
texto, ya sea por la aplicación de los principios 
aplicables al ius puniendi o bien, entendiendo 
la sanción administrativa como un medio, vía 
y/o instrumento que el legislador entrega al 
órgano del Estado para que proteja y haga 
efectivo el cumplimiento de la política pública, 
es decir, para satisfacer una necesidad pública 
concreta3, el principio de proporcionalidad 
tiene lugar como estándar de escrutinio de los 
actos de la Administración que permite a los 
tribunales controlar y restringir la arbitrariedad 
que pudiese ejercer a través de sus actos.

Parte de la doctrina se ha manifestado en 
el sentido de señalar que el ejercicio del ius 
puniendi hace aplicables de manera atenuada 
los principios del derecho penal - (culpabili-
dad, tipicidad, non bis in ídem, proporcionali-
dad, entre otros) -a los actos de la Administra-
ción, cuestión que nos permite discutir acerca 
del principio de proporcionalidad en esta 
categoría de actos. Dentro de las amplias me-
didas (ya sean sanciones, beneficios, autoriza-

2 Cordero 2012, 142.
3 Centro de ex cadetes y oficiales de la Armada Caleuche 
con Superintendencia del Medio Ambiente (2023). 

ciones, etc.), resulta recurrente identificar a la 
sanción impuesta por la Administración como 
ejemplo de acto administrativo que, atendien-
do a su contenido, amerita insoslayablemente 
un análisis del estándar de proporcionalidad, 
específicamente, por los efectos y consecuen-
te vulneración de derechos que puede llegar a 
implicar una sanción.

Eduardo Cordero ha sostenido que la 
razón que posibilita esta dimensión de actua-
ción, encuentra sus fundamentos, como he-
mos señalado, en el ejercicio del ius puniendi 
del Estado, consistente en:

“[…] la facultad general sobre la que 
descansa el ejercicio del poder público: 
adoptar medidas que, desde el punto 
de vista de los individuos pueden ser 
apreciadas como afectación de sus dere-
chos, en general; más precisamente de 
sus derechos fundamentales, ya sea bajo 
la forma de afectaciones regulatorias, ya 
sea bajo la más concreta manifestación 
de intervenciones”4.

Ahora bien, ¿por qué es importante la in-
tervención de la proporcionalidad en los actos 
administrativos? Al respecto, sostenemos que 
la razón se funda en un argumento de límite al 
poder político, como técnica de control de la 
discrecionalidad administrativa. Ante la ausen-
cia del principio en estudio, la actividad de la 
Administración podría vulnerar constantemen-
te los derechos y libertades de los individuos, 
por lo que la Constitución no sería más que 
una declaración de principios. En consecuen-
cia, la proporcionalidad “es de aplicación pre-
cisamente en aquellos supuestos en los que el 
poder público (legislador, ejecutivo o judicial) 
tiene atribuido cierto margen de libertad”5.

En este contexto, se considera que el 
principio de proporcionalidad se articula como 
un mecanismo protector en favor de los regu-
lados, con el objeto de proteger el contenido 
de los derechos fundamentales y libertades, 
reforzando así la prohibición de vulnerar los 
derechos en su esencia, restringiendo la ac-
tuación de la Administración. En tal sentido, 
el principio en análisis hace propio un rol 
protagonista en la actividad sancionatoria 
de la Administración, actuando como un eje 
ponderador de dicha actividad, en cuanto al 
contenido sustantivo de sus sanciones sobre 
los regulados. Esto se traduce, finalmente, en 
una operación que determina el contenido del 

4 Cordero 2012, 343.
5 Barnes 1994, 501.
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acto que será válido en la medida que la afec-
tación de derechos y libertades individuales 
sea la más apropiada.

La intervención del Estado mediante la 
potestad regulatoria, genera una relación de 
tensión con los derechos del individuo, dan-
do lugar a una dicotomía permanentemente 
presente en la actuación de la administración 
-dilema eficacia-legalidad, en cuanto la Admi-
nistración no puede elegir medios inútiles para 
la consecución de un fin, pero debiendo res-
petar ciertos límites en su actuar-, ante la cual 
se torna necesaria la existencia de un principio 
que conceda coherencia a la Ley que otorga 
la potestad a la Administración y al acto admi-
nistrativo, con el contenido consagrado en la 
Constitución.

Esta coherencia la entendemos como 
una concordancia lógica entre el contenido 
del acto administrativo, con una determinada 
posición iusfundamental de un derecho. A 
partir de tal ejercicio interpretativo del conte-
nido del acto en concreto, la proporcionalidad 
garantiza que este no infrinja el contenido 
esencial de los derechos. En tal contexto, res-
pecto a la proporcionalidad como estándar de 
escrutinio, Bernal Pulido se ha aproximado al 
concepto entendiendo que corresponde a un 
principio que cumple la siguiente función:

“[…] instituye una relación de fin a me-
dio, como asimismo de utilidad de un 
acto, confrontando el fin de una inter-
vención con los efectos de esta, posibili-
tando un control de exceso, protegiendo 
a las personas respecto de los abusos 
o arbitrariedades del poder estatal, sin 
perjuicio de constituir un principio de 
interpretación en que se apoya el opera-
dor jurídico, en especial el juez, cuando 
necesita resolver problemas de compati-
bilidad o de conformidad en la tarea de 
concretización de las normas constitucio-
nales en relación con las normas legales y 
administrativas”6.

En tal sentido, el principio de proporcio-
nalidad se erigió como una “prohibición de 
exceso” o un principio del Derecho de Poli-
cía7. Sin embargo, la cuestión parece un poco 
más compleja, por lo que resulta pertinente 
remitirnos a su formulación originaria. Al res-
pecto, bajo la voluntad de controlar los actos 
del Estado, el surgimiento de la noción de 

6 Bernal 2003, 97.
7 Bernal 2014, 58.

proporcionalidad encuentra su génesis en un 
criterio tradicional del derecho penal:

“[...] la exigencia, por un lado, de que 
las penas deben ser graduadas en forma 
proporcional al delito; por el otro, de que 
se establezcan con algún grado de pro-
porcionalidad sobre la base de la impor-
tancia social del hecho y el bien jurídico 
protegido. Esta exigencia de proporcio-
nalidad surge de un concepto clásico del 
derecho penal conocido como la prohi-
bición de exceso, que se remonta a la 
Jurisprudencia del Tribunal Superior de lo 
Contencioso-Administrativo de Prusia”8.

Como es posible identificar, el tránsito de 
la aplicación de los principios del derecho pe-
nal al derecho administrativo, se fundamenta 
en un ánimo de reivindicación y protección de 
los derechos individuales frente a la actuación 
estatal. Ahora bien, en definitiva, es la consa-
gración constitucional que hace de este princi-
pio el Tribunal Constitucional alemán, quien lo 
hace aplicable al control de los actos estatales 
que intervienen en derechos fundamentales9.

Bajo nuestra interpretación, el Tribunal 
considera que el estándar de proporcionalidad 
es propio o intrínseco de los derechos fun-
damentales, por lo que independiente de su 
aplicación en sede penal, se hace necesaria su 
consagración constitucional aplicable a todo 
ámbito en el que resulte factible la vulneración 
de derechos fundamentales; dentro de éstos, 
los actos de la Administración. Como señala 
Alexy a propósito de lo sostenido por el Tri-
bunal Constitucional Alemán: “la máxima de 
proporcionalidad resulta en el fondo ya de la 
propia esencia de los derechos fundamenta-
les”10. Por lo anterior, la aplicación de medidas 
por parte de la Administración siempre implica 
por parte de ésta el deber de realizar un juicio 
de proporcionalidad del acto.

En un intento por esclarecer la discusión 
acerca de qué significa la proporcionalidad, 
Barnes ha sostenido, a partir de la obra de 
Alexy11, que:

“[...] es un principio constitucional en vir-
tud del cual la intervención pública ha de 
ser ‘susceptible’ de alcanzar la finalidad 
perseguida, ‘necesaria’ o imprescindible 
al no haber otra medida menos restrictiva 
de la esfera de libertad de los ciudadanos 

8 sapag 2008, 170.
9 sapag 2008, 170.
10 alexy 1993, 112.
11 Barnes 1994, 500.
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(es decir, por ser el medio más suave y 
moderado de entre todos los posibles- 
ley de mínimo intervencionismo-) y ‘pro-
porcional’ en sentido estricto, es decir, 
‘ponderada’ o equilibrada por derivarse 
de aquella más beneficios o ventajas 
para el interés general que perjuicios 
sobre otros bienes, valores o bienes en 
conflicto, en particular sobre derechos y 
libertades”.

Es decir, la proporcionalidad busca deter-
minar la una intervención menos lesiva y res-
trictiva de la esfera de libertad del individuo, 
que otras posibles medidas. Y ponderada, en 
cuanto reporta menos perjuicios en materia de 
derechos y libertades.

A partir de lo anterior, y como lo ha 
planteado Ramírez12, es posible distinguir dos 
momentos en los que interviene la proporcio-
nalidad como estándar de escrutinio. Un pri-
mer momento, que podemos llamar momento 
legislativo, dice relación con la creación de la 
ley regulatoria. La operación en esta etapa pro-
cura determinar que el contenido de la Ley no 
infrinja el contenido de la Constitución Política. 
Un segundo momento (en el que centramos 
nuestro comentario), en el que cabe tener pre-
sente el principio en análisis, dice relación con 
la materialización y ejecución del acto adminis-
trativo. En esta operación se busca asegurar 
que la medida empleada por la Administración 
sea proporcional con el fin del medio emplea-
do. De este modo, en ambas oportunidades, 
el estándar de proporcionalidad busca fijar los 
límites del contenido del acto, en cuanto a 
afectación de derechos se trate.

Ahora bien, con el objeto de ofrecer una 
conceptualización de la proporcionalidad en 
el acto administrativo, parece pertinente apro-
ximarse a esta labor entendiendo la propor-
cionalidad del acto como una operación con-
sistente en sopesar los costos y beneficios de 
la medida adoptada, donde el objeto a partir 
del cual se realiza esta operación, recae en la 
protección de derechos fundamentales y liber-
tades. Es decir, planteamos que la proporcio-
nalidad se articula en función de una mecánica 
protectora en favor del regulado, en cuanto 
asegura la protección de sus derechos13, o al 
menos, no vulnerar su contenido esencial. Así, 

12 ramírez 2010.
13 En este sentido, coincidimos con el trabajo propuesto 
por Maurier, quien reflexiona en torno al principio de pro-
porcionalidad como un estándar de exigencia de la menor 
afectación posible a los derechos de los interesados. mau-
rier 1995, 248; en el trabajo de Coviello 2011, 149. 

el juicio de proporcionalidad de los actos se 
encontraría arraigado en derechos y libertades 
al ser un principio general del Derecho y de 
los derechos fundamentales.

En consecuencia, todo lo planteado hasta 
este punto se construye sobre la aplicación 
del principio de proporcionalidad en cuanto la 
posibilidad de afectación de derechos funda-
mentales y libertades del regulado. Un ejem-
plo esclarecedor para abordar el tema, resulta 
la aplicación de una sanción a un funcionario 
de la Administración por no saludar a un supe-
rior jerárquico. Por este motivo, el funcionario 
es despedido por falta de respeto a los funcio-
narios públicos, ¿es tal medida proporcional? 
Evidentemente, el medio empleado es des-
proporcionado en relación al presupuesto fác-
tico a partir del cual se configura una eventual 
infracción y se aplica una sanción. Lo anterior, 
representa un simple ejercicio argumentativo 
para evidenciar cómo opera la proporcionali-
dad. Como se revisará en la siguiente sección, 
el análisis de proporcionalidad supone la apli-
cación de un verdadero test que amerita pre-
guntarse acerca de la idoneidad, necesidad y 
proporcionalidad en sentido estricto.

Una última cuestión pareciera apuntar a 
la pregunta de a partir de qué artículo pode-
mos fundar el principio de proporcionalidad 
en el texto constitucional. Ante tal cuestio-
namiento, promovemos derivarlo a partir del 
artículo 6° de la Constitución Política de la 
República, en donde se consagra el Estado de 
Derecho, señalando que los órganos del Esta-
do deben someter su acción a la Constitución 
y a las normas dictadas conforme a ella. “Los 
preceptos de esta Constitución obligan tanto 
a los titulares o integrantes de dichos órganos 
como a toda persona, institución o grupo”. 
De este modo, como principio general de los 
derechos fundamentales, el principio opera 
toda vez que algún individuo u órgano pone 
en riesgo la integridad de derechos funda-
mentales, situación que ocurre cada vez que 
un regulado se enfrenta a una sanción admi-
nistrativa.

A mayor abundamiento, como ha seña-
lado Navarro14 al revisar la jurisprudencia del 
Tribunal Constitucional, se ha destacado la re-
lación de equilibrio entre el castigo impuesto y 
la conducta imputada, cuestión que encuentra 
fundamento en nuestro ordenamiento jurídico, 
tanto en el derecho constitucional de igualdad 
ante la ley (Artículo 19, Nº 2), así como las 
garantías del debido proceso consagradas en 

14 navarro 2017.
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el Artículo 19, Nº 3 de la Constitución Política 
de la República15, resultando aplicable tanto al 
contenido de la ley como al acto administrati-
vo que la aplica mediante el establecimiento 
de una sanción.

El argumento a partir del cual sostene-
mos que el principio de proporcionalidad 
se funda, en parte, en la cláusula de Estado 
Constitucional de Derecho, tiene una razón 
lógica: tal cláusula se encarga de limitar ex-
presamente la actuación de la Administración, 
con el objeto de hacer respetar el contenido 
de la Constitución. Esto, a su vez, se condice 
con el propósito del principio de proporcio-
nalidad, que sostiene: asegurar la protección 
de derechos y libertades del individuo. En 
consecuencia, ambos principios se encuentran 
sumergidos en el contenido y propósito de la 
carta fundamental. También, resulta interesan-
te señalar razones de justicia material. Como 
señala Bernal, el concepto de proporcionali-
dad “combina elementos característicos de 
la justicia del caso concreto –mide el impacto 
que sobre los ciudadanos tiene la intervención 
estatal– y de la lógica de moderación en el 
ejercicio del poder, con la carga o el deber 
de motivar que al Estado incumbe”16. Por su 
parte, Izquierdo y Valdivia han señalado que, 
debido a su amplio alcance en las diferentes 
ramas del derecho, es posible concebir al prin-
cipio de proporcionalidad como un “principio 
general del derecho” orienta a conjurar o res-
tringir excesos en el ejercicio del derecho17, el 
cual se ha ido consolidando y adquiriendo una 
amplia aceptación en el derecho chileno18-19.

Sin embargo, ya sea que se adopte des-
de el Derecho administrativo, del Derecho 
penal o del Derecho constitucional, “no cabe 
duda que la proporcionalidad constituye un 
principio general que necesariamente se im-
pone respecto del ejercicio de poderes sancio-
nadores por parte de los 6rganos administra-
tivos -como Lo ha reconocido la doctrina y la 
jurisprudencia nacional”20.

III. Subprincipios del test de 
proporcionalidad

Como señala Bernal a partir de la jurispruden-
cia alemana21, el principio de proporcionalidad 

15 Sentencia TC Rol Nº 2946-2015 (2016).
16 Barnes 1994. 
17 izquierdo y valdivia 2023.
18 Cordero 2020.
19 arnold et al., 2012.
20 Cordero 2020, 367.
21 Bernal 2014.

se articula bajo tres subprincipios: idoneidad, 
necesidad y proporcionalidad en sentido es-
tricto. Sin perjuicio de lo anterior, como indi-
ca Antonio Leiva al estudiar detenidamente 
el principio de proporcionalidad, este no se 
agota en la argumentación en torno a dichos 
elementos, sino que involucra elementos de 
análisis adicionales22.

En tal sentido, en un ejercicio reduccio-
nista pero útil para estos efectos, podemos 
enunciar la sistematización de Clérico23 y Ba-
rak24 realizada por Leiva25, quien nos alerta 
acerca de elementos complementarios de la 
idoneidad de la acción restrictiva de derechos 
fundamentales que ameritan ser analizado, 
especialmente la idoneidad técnica de la mis-
ma, el quantum de la adecuación técnica, la 
perspectiva del control de adecuación técni-
ca y la intensidad del control de adecuación 
técnica, así como la perspectiva y análisis de 
intensidad de la necesidad y la perspectiva en 
la proporcionalidad en sentido estricto.

Con todo, para efectos del análisis de la 
sentencia causa rol Nº R- 43-2023 e identificar 
el sentido que confiere el 3TA en dicha sen-
tencia al principio de proporcionalidad, resulta 
suficiente comprender adecuadamente el con-
tenido de los siguientes elementos del test de 
proporcionalidad:

• Idoneidad: la intervención de los dere-
chos fundamentales debe ser adecuada para 
contribuir a la obtención de un fin constitucio-
nalmente legítimo. Como indica Leiva, se trata 
de una cuestión de legitimidad, del propósito 
o motivo de la limitación iusfundamental26, 
la que requiere de adecuación técnica de la 
medida, es decir, que “los medios escogidos 
sean pertinentes para la realización del fin en 
el sentido que la medida restrictiva incremente 
la probabilidad de realización”27 o bien, “ra-
cionalidad teleológica”28.

• Necesidad: la intervención de dere-
chos fundamentales debe ser la más benigna 
con el derecho intervenido, entre todas las op-
ciones disponibles para contribuir a alcanzar el 
objetivo propuesto29. En palabras de Leiva, im-
plica “la prohibición de imponer afectaciones 

22 leiva 2018.
23 ClériCo 2009.
24 Barak 2017.
25 leiva 2018. 
26 leiva 2018.
27 leiva 2018, 111.
28 Bernal 2014, 58.
29 Ib. Ídem. 
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exorbitantes a los derechos fundamentales”30, 
debiendo optar por el medio menos lesivo.

• Principio de proporcionalidad en sen-
tido estricto: dice relación con la importancia 
de los objetivos perseguidos por la interven-
ción en los derechos fundamentales, debe 
guardar relación con el significado del derecho 
que se interviene. En palabras de Leiva, co-
rresponde a “[...] la afectación de un derecho 
fundamental se justifica en la medida de la 
importancia del fin que se persigue con dicha 
intervención”31.

Al respecto, siguiendo a Bernal, “Si una 
medida de intervención en los derechos fun-
damentales no cumple las exigencias de estos 
tres sub principios, vulnera el derecho funda-
mental intervenido y por esta razón debe ser 
declarada inconstitucional”32. En efecto, el aná-
lisis de proporcionalidad constituye un ejercicio 
en el que se somete a escrutinio si un acto 
determinado ha sido el menos lesivo de un 
derecho fundamental y el más benigno para al-
canzar un fin constitucionalmente consagrado.

La aplicación del principio de proporcio-
nalidad no solo ha tenido lugar en la justicia 
constitucional, sino que, como ha indicado 
Bernal, ha logrado avanzar hacia distintas 
áreas del derecho, entre ellas, el Derecho 
Ambiental33. Al respecto, a propósito de la 
potestad sancionadora de la Superintendencia 
del Medio Ambiente, en el caso chileno, se ha 
reconocido que:

“Si bien la LOSMA establece un catálo-
go de criterios de ponderación de las 
sanciones, todos ellos deberán tender, 
en definitiva, a materializar el principio 
de proporcionalidad, ya que, como se 
ha señalado, los criterios de graduación 
y ponderación de sanciones derivan del 
principio de proporcionalidad, que se es-
tima como un principio fundamental del 
derecho administrativo sancionador”34.

Junto a la proporcionalidad entendida 
en el uso anterior, el principio de proporcio-
nalidad es también un principio general del 
Derecho administrativo, que controla la rela-
ción entre medios y fines empleados por la 
Administración del Estado, de forma que un 
específico medio administrativo que pretenda 
alcanzar cierto fin o consecuencia debe ser 

30 leiva 2018, 121. 
31 leiva 2018, 135. 
32 Bernal 2014, 53.
33 Bernal 2014, 63.
34 Bermúdez 2014, 493.

adecuado (o idóneo), necesario y proporciona-
do en sentido estricto35.

Precisamente, a partir de la explicación 
respecto al sentido y alcance del principio de 
proporcionalidad y la aplicación del test de 
proporcionalidad, en el siguiente apartado 
se revisará cómo el 3TA entiende y aplica el 
referido principio, con ocasión de la sentencia 
Rol Nº 49-2022, que se pronuncia respecto a 
la legalidad de la revocación de la RCA del 
proyecto “Centro de Engorda de Salmónido 
‘Cockburn 23’”.

IV. Análisis de la sentencia  
Rol Nº R-49-2022

Para efectos de analizar el razonamiento del 
3TA en torno al principio de proporcionalidad, 
se presentarán: (a) hechos del caso, (b) justifi-
cación de la sanción por parte de la Superin-
tendencia del Medio Ambiente y, (c) análisis 
de cada uno de los componentes del test de 
proporcionalidad, conforme a lo desarrollado 
en la sección III del presente documento.

a. Hechos del caso: Nova Austral S.A., inter-
puso reclamación del art. 17 núm. 3 de la Ley 
Nº 20.600 contra la Res. Ex. Nº 1072 de 6 
de julio de 2022, de la Superintendencia del 
Medio Ambiente (SMA), que resolvió el pro-
cedimiento administrativo sancionatorio Rol 
Nº D-094-2019. Por dicha resolución, la SMA 
impuso la sanción de revocación de la RCA del 
centro de engorda de salmónidos CES “Cock-
burn 23”, por lo que elevó en consulta la mis-
ma, formándose el expediente rol C-2- 2022. 
El 3TA ordenó acumular dicho expediente a la 
causa rol Nº R-43-2023.

El proyecto consiste en la instalación y 
operación de un centro de cultivo de recursos 
hidrobiológicos, específicamente de engorda 
de salmones, al sur de Seno Brujo y al este de 
Puerto Alegría, Canal Cockburn, comuna de 
Cabo de Hornos, de la Región de Magallanes y 
de la Antártica Chilena. Considera un máximo 
de producción de 5.400 toneladas por año/ci-
clo productivo, un máximo de 1.200.000 ejem-
plares a introducirse al principio de cada año/
ciclo, a través de la instalación de treinta (30) 
estructuras de cultivo– balsas-jaulas circulares 
de 25 metros de diámetro y 17 metros de alto.

Al respecto, la SMA consideró que se con-
figuró un incumplimiento de las condiciones, 
normas y medidas establecidas en la resolución 
de calificación ambiental, específicamente por 

35 soto 2017.
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superar la producción máxima autorizada de 
5.400 ton en el ciclo 2016-2017, desde la se-
mana 22 de 2017 hasta la semana 36 de 2017, 
excediendo lo autorizado en 2.110.459 kg. Por 
lo anterior, resuelve sancionar a la compañía 
con la revocación de la Resolución de Califica-
ción Ambiental del proyecto.

b. Justificación de la sanción no pecuniaria: la 
SMA dispone que la aplicación de la sanción 
de revocación se fundamenta en (1) fines di-
suasivos y (2) fines cautelares.

1) Fines disuasivos: para la determina-
ción de la sanción se consideró:

1.1) La magnitud del daño causado, toda 
vez que la infracción imputada generó daño 
ambiental reparable sobre el componente fon-
do marino y columna de agua en una conce-
sión acuícola ubicada al interior de un parque 
nacional. La infracción supone una vulneración 
al sistema jurídico de protección ambiental de 
carácter alto debido a la importancia del límite 
de producción como condición esencial en 
toda evaluación ambiental de centro de en-
gorda de salmones, así como la relevancia que 
adquiere su ejecución al interior de parques 
nacionales, área de carácter ambiental espe-
cialmente sensible.

1.2) Intencionalidad. La sobreproducción 
es el resultado de un proceso continuo de 
siembra, engorda y cosecha, objeto de plani-
ficación cuidadosa, respecto de la que man-
tiene completo control a lo largo del proceso 
productivo.

1.3) Contumacia del titular, entendida 
como la tenacidad del titular en mantener una 
conducta errática.

2) Fines cautelares. La conducta de Nova 
Austral S.A. hace presumir un riesgo razonable 
que no permite descartar que cometa una 
infracción en el futuro que potencie aún más 
los impactos acumulativos ya generados en el 
área, lo que hace procedente una revocación.

c. Análisis del Test de Proporcionalidad reali-
zado por el 3TA
Al momento de analizar la sentencia del 3TA 
y la manera en que aplica el test de propor-
cionalidad a la sanción impuesta por la SMA 
a Nova Austral, es posible identificar que, en 
realidad, no se detiene a revisar si dicho test 
ha sido aplicado de manera correcta ni tam-
poco decide aplicarlo de conformidad a los 
contenidos desarrollados dogmáticamente, 
a partir de lo que conceptualmente hemos 
definido como contenido de la idoneidad, 

necesidad y proporcionalidad en sentido es-
tricto de una medida que restringe derechos 
fundamentales. Lo anterior, posiblemente en-
cuentra relación con la falta de criterios obje-
tivos que respalden el control de las sanciones 
administrativas, como han relevado Valdivia e 
Izquierdo36, quienes a su vez han destacado el 
uso del principio de proporcionalidad para jus-
tificar decisiones que no necesariamente dicen 
relación con su racionalidad.

Por el contrario, en la causa Rol Nº R-46-
2022 es posible observar que el 3TA confunde 
y asimila la aplicación del principio de propor-
cionalidad con el principio de legalidad y el 
deber de motivación de la sanción impuesta, 
en ejercicio de una potestad discrecional, los 
cuales corresponden a estructuras argumenta-
tivas que, si bien tienen por objeto restringir la 
discrecionalidad, operan de manera distinta. Al 
respecto, el 3TA cita jurisprudencia de dicho tri-
bunal, precisamente indicando cuál será una de 
las bases argumentativas para controlar el acto 
administrativo en particular, señalando que:

“La ley reconoce a la Administración un 
abanico de posibilidades legítimas de de-
cisión, las que deben ser respetadas por 
el juez, siempre que sean motivadas ra-
cionalmente y justificadas suficientemen-
te en término razonables, mediante la ex-
presión de los criterios en consideración 
y su ponderación al adoptar la decisión”.

Luego, tal como se ha planteado previa-
mente en este trabajo, el 3TA reconoce que el 
principio de proporcionalidad opera como una 
limitación a la discrecionalidad que tiene la 
Administración en la decisión sobre la sanción 
específica a ser aplicada37. Con posterioridad, 
razona en torno a la aplicación de los princi-
pios y sub principios en virtud de los cuales 
se operativiza el test de proporcionalidad, con 
ocasión del reconocimiento jurisprudencial en 
la causa rol Nº 2.922-15-INA, sentencia de 29 
de septiembre de 2016, considerando 22°, del 
Tribunal Constitucional. Con todo, su razona-
miento gira en torno únicamente a la funda-
mentación del acto administrativo respecto de 
cada uno de los elementos de la proporciona-
lidad, omitiendo pronunciarse sustancialmente 
respecto a cada uno de los subprincipios que 
dan lugar al test de proporcionalidad.

El aporte de Harris al explicar el princi-
pio de proporcionalidad permite identificar 

36 izquierdo y valdivia 2023.
37 Nova Austral S.A con Superintendencia del Medio Am-
biente (2023).
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tempranamente la diferencia con el principio 
de legalidad, ya que en el primero se busca 
analizar la correspondencia entre dos cosas. 
Frente a la represión administrativa, tal co-
rrespondencia será analizada atendiendo a la 
infracción cometida y la sanción impuesta por 
la Administración. De esta forma, en caso de 
ser excesiva deberá ser reducida por el tribu-
nal. Por el contrario, si resultare insuficiente, 
su aplicación podrá reprocharse, pues no sería 
adecuada para alcanzar su finalidad38. En este 
escenario, la motivación obedece a fundamen-
tos normativos que no tienen relación con la 
correspondencia entre infracción y sanción. 
Mientras el principio de proporcionalidad se 
asocia al artículo 6 de la Constitución de Políti-
ca y las garantías del debido proceso, la lega-
lidad se asocia al artículo 7 de la Constitución 
y el deber de motivación establecido en la Ley 
Nº 19.880, aplicable a los actos emitidos por 
la Administración del Estado.

En efecto, en la sentencia no se observa 
realmente un análisis de la proporcionalidad 
de la sanción administrativa, sino que, más 
bien, un análisis de la fundamentación del 
acto administrativo en virtud del principio de 
legalidad. Por tal motivo, atendiendo al texto 
de la sentencia, cuando el 3TA indica que “es 
posible advertir que la controversia se encuen-
tra referida esencialmente a establecer si la 
revocación de la RCA es proporcional”39, más 
bien, debería señalar que la controversia dice 
relación acerca de si la proporcionalidad de la 
sanción se encuentra debidamente motivada, 
pues, en definitiva, ese ha sido el ejercicio que 
ha realizado al dictar la sentencia, de confor-
midad al análisis que se realiza en los aparta-
dos siguientes.

Al analizar la idoneidad de la revocación 
de la RCA, el 3TA sostiene que los fines di-
suasivos no se encuentran suficientemente 
justificados40. Lo anterior, al señalar que la 
fundamentación y razonamiento acerca de los 
fines disuasivos “resulta excesivamente restric-
tivo e infundado”41. Como se ha precisado con 
anterioridad, estos cuestionamientos intentan 
resolver la pregunta acerca de la debida moti-
vación del acto administrativo, cuestión que se 
aleja, al menos conceptualmente, de lo que la 
doctrina ha entendido por proporcionalidad.

38 Harris 2022.
39 Sen Nova Austral S.A con Superintendencia del Medio 
Ambiente (2023).
40 Nova Austral S.A con Superintendencia del Medio Am-
biente (2023).
41 Nova Austral S.A con Superintendencia del Medio Am-
biente (2023).

Conforme a lo señalado en la sección III, 
es posible observar que el 3TA no realiza un 
“real” análisis de proporcionalidad del acto 
administrativo y, en particular, acerca de la 
idoneidad de la medida restrictiva de un dere-
cho. Más bien, en un ejercicio “aparente” de 
proporcionalidad, el análisis del Tribunal se li-
mita a revisar si la sanción satisface el principio 
de legalidad42. En tal sentido, no se observa 
una revisión del deber de respetar la propor-
cionalidad entre la limitación del derecho fun-
damental y el objetivo constitucionalmente vá-
lido que se busca perseguir43 que cuestione la 
legitimidad del fin perseguido con ocasión del 
establecimiento de una sanción administrativa.

A mayor abundamiento, si bien el análisis 
de la motivación del acto tiene lugar a propó-
sito de la labor de los tribunales ambientales 
-cuestión que obedece a la naturaleza de los 
tribunales ambientales-, es preciso señalar que 
el razonamiento jurídico esgrimido en la sen-
tencia no cuestiona ni pondera si la medida 
es adecuada para contribuir a la obtención de 
un fin constitucionalmente legítimo que, en el 
presente caso, corresponde a nuestro juicio, a 
la protección del medio ambiente como una 
posición ius fundamental del artículo 19 Nº 8 
de la Constitución Política que consagra el 
derecho a vivir en un medio ambiente libre de 
contaminación.

Idéntica situación ocurre con el análisis 
de la idoneidad de los fines cautelares a los 
que se refiere la sanción, al disponer que tam-
poco se observa una adecuada fundamenta-
ción de la idoneidad de la sanción, al señalar 
que “no parece suficientemente justificada 
la imposición de una medida que no se hace 
cargo de manera alguna de la necesidad de 
reparación del área afectada”44.

Por su parte, al analizar el subprincipio de 
necesidad, el 3TA identifica la existencia de 
diversas alternativas ofrecidas en el catálogo 
de sanciones establecido en la LOSMA que 
podrían resultar aplicables al caso concreto. 
Al respecto, al revisar la fundamentación que 
ha realizado la Superintendencia del Medio 
Ambiente al momento de elegir la revocación 
como sanción aplicable, el Tribunal cuestiona 

42 En este sentido, el Tercer Tribunal Ambiental continúa 
el análisis de la legalidad de la sanción al indicar que “el 
razonamiento de la SMA es infundado respecto de la pon-
deración de las circunstancias referidas a la magnitud del 
daño causado y la contumacia del infractor”. Nova Austral 
S.A con Superintendencia del Medio Ambiente (2023).
43 gómez 2020.
44 Nova Austral S.A con Superintendencia del Medio Am-
biente (2023).
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la falta de argumentación en torno al descarte 
de las otras sanciones que podría haber elegi-
da y, a su vez, la falta de justificación respecto 
a por qué la finalidad disuasiva y cautelar de la 
sanción no se habría podido cumplir a través 
de una sanción de menor intensidad. Al res-
pecto, señala:

“En suma, la fundamentación de una 
sanción tan gravosa como la revocación 
de la RCA debiese explicar no solo las 
razones por las cuales la autoridad es-
cogió dicha sanción, sino que, además, 
debería razonar sobre por qué se des-
carta la imposición de sanciones menos 
gravosas que podrían ser idóneas para el 
cumplimiento de los mismos fines disua-
sivos y cautelares”45.

En definitiva, el 3TA concluye que “no 
resulta suficientemente fundamentada la deci-
sión de la SMA de aplicar una de las sanciones 
más gravosas, descartando la aplicación de 
sanciones de menor intensidad” y que, “Por 
lo expuesto, no se encuentra suficientemente 
fundamentada, en el acto administrativo ter-
minal, la necesidad de aplicar la sanción de 
revocación de la RCA”46.

Sin embargo, como es posible apreciar, 
el razonamiento desarrollado por el 3TA, a la 
luz del subprincipio de necesidad, no revisa 
la prohibición de imponer sanciones exce-
sivamente gravosas en materia de derechos 
fundamentales, ni qué decisión habría cons-
tituido el medio menos lesivo para alcanzar 
un fin constitucionalmente legitimado, ya sea 
atendiendo a la existencia de casos proce-
dentes idénticos o atendiendo a las opciones 
hipotéticas aplicables al caso concreto, según 
el catálogo de sanciones que la ley entrega a 
la Superintendencia del Medio Ambiente.

En este orden de ideas, la relación me-
dio-fin empleada no ha sido cuestionada en 
sí misma por el Tribunal. Tal ejercicio, habría 
implicado que, en virtud del análisis de la 
necesidad de la sanción aplicada por la Super-
intendencia del Medio Ambiente, comparar 
la decisión de la Administración con otros 
medios idóneos en sentido estricto, esto es, 
el catálogo de sanciones existentes en la 
LO-SMA, para efectos de determinar cuál de 
todos ellos resulta menos lesivo para el admi-
nistrado, con el objeto de fomentar el fin legi-
timado por la Constitución.

45 Nova Austral S.A con Superintendencia del Medio Am-
biente (2023).
46 Nova Austral S.A con Superintendencia del Medio Am-
biente (2023).

En cualquier caso, bajo nuestro plantea-
miento, este ejercicio no implica la especifi-
cación por parte de un tribunal especial a la 
Administración cómo debe ser resulto un pro-
cedimiento administrativo ni qué sanción debe 
emplear, sino, únicamente, revisar si la deci-
sión adoptada ha permitido o no satisfacer el 
subprincipio de necesidad en los ya términos 
analizados, de manera tal que no cabría sos-
tener la existencia de una transgresión al prin-
cipio de separación de poderes, precisamente 
por una aparente atribución de competencias 
por parte del tribunal ambiental que corres-
ponden a la Administración del Estado.

Ahora bien, la pregunta acerca del quán-
tum o el grado de la menor lesividad para 
satisfacer el subprincipio de necesidad, es 
una cuestión que no se pretende resolver en 
este trabajo. Tal ejercicio implicaría comparar 
cada una de las opciones que tuvo la Super-
intendencia del Medio Ambiente al momento 
de resolver el procedimiento sancionatorio y, 
atendiendo a las circunstancias modeladoras 
de la infracción, ponderar, en definitiva, cuál 
de todos ellos permite arribar a una sanción 
necesaria para efectos de justificar el mérito 
de la restricción de derechos fundamentales, 
satisfaciendo el fin legítimo de dicha restric-
ción; es decir, operativizando los subprincipios 
de idoneidad y necesidad.

En definitiva, aun cuando existan medios 
menos lesivos que la restricción empleada, 
todavía es posible preguntarse acerca de si 
dicha acción hipotética permite resguardar el 
cumplimiento del fin legítimo de la restricción, 
atendiendo a las circunstancias concretas del 
caso analizado. Como sostiene Leiva, al des-
tacar algunas notas de Barak en materia de 
necesidad, “[...] en no pocos casos, cuando se 
los analiza con celo y detalle, se observa que 
la medida hipotética es menos lesiva, pero 
–al mismo tiempo– no permite satisfacer ade-
cuadamente el fin legítimo de la restricción” 

47situación en la que el acto administrativo ca-
recería de idoneidad teleológica.

Izquierdo y Valdivia han ofrecido una 
aproximación interesante al subprincipio de 
necesidad, en el cual es posible establecer 
ciertos vínculos con la motivación del acto ad-
ministrativo para efectos controlar si la sanción 
se enmarca dentro de los márgenes admisibles 
por la proporcionalidad, pero que no precisa-
mente permiten dar respaldo dogmático a la 
decisión que hemos revisado. Dichos autores, 
en síntesis, han planteado que, ante igual 

47 leiva 2018, 134.
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infracción, es decir, idénticos presupuestos 
fácticos, no resulta necesario que la Admi-
nistración aplique una sanción más gravosa, 
por lo que resulta aplicable la misma sanción 
aplicada previamente48. Una vez realizado tal 
ejercicio, resulta procedente al juez revisar si, 
en caso de una mayor cuantificación, las con-
sideraciones para arribar a tal conclusión han 
sido especialmente motivadas. Sin embargo, 
en el presente caso no ha existido una revisión 
de casos previos idénticos al sometido a la 
competencia del tribunal, en virtud del cual 
sea posible justificar un control de la motiva-
ción del acto administrativo.

En tal sentido, según se ha señalado, es 
posible observar que, al momento de analizar 
el subprincipio de necesidad, el 3TA se remite 
a evidenciar de qué manera la sanción más 
gravosa ha sido justificada, sin desarrollar una 
comparación de las distintas alternativas hi-
potéticas disponibles que habrían permitido, 
con una menor intensidad en la restricción de 
derechos, garantizar la satisfacción del fin legí-
timo que persigue la restricción efectivamente 
empleada, a través de la revocación de la RCA 
del Proyecto.

Finalmente, la discusión acerca del sub 
principio de proporcionalidad en sentido es-
tricto supone analizar si la afectación de un 
derecho fundamental se encuentra justificada, 
atendiendo a la importancia del fin que se per-
sigue con dicha intervención49. En definitiva, 
un elemento esencial del análisis de la pro-
porcionalidad en sentido estricto dice relación 
con la importancia de la finalidad que se ha 
perseguido con una determinada acción que 
restringe derechos fundamentales.

En tal contexto, cabe relevar que el 3TA, 
al analizar la cuestión de la proporcionalidad 
en sentido estricto, se centra en el análisis de 
elementos fácticos asociados a las circunstan-
cias modeladoras de la infracción, de confor-
midad al artículo 40 de la LOSMA que la Su-
perintendencia del Medio Ambiente ha tenido 
en consideración al momento de fundamentar 
la sanción propuesta:

“[…] a juicio de estos sancionadores, la 
revocación de la resolución de califica-
ción ambiental impuesta no resulta acor-
de a la infracción y las circunstancias del 
caso. Lo anterior, considerando (a) que 
no se encuentra acreditada la existencia 
de daño ambiental; (b) que la infracción 

48 izquierdo y valdivia 2023.
49 leiva 2018, 135.

no generó riesgo para la salud de la po-
blación;(c) que el beneficio económico 
(3.956 UTA) de la empresa es inferior al 
monto máximo de multa aplicable (5.000 
UTA), (d) que el elemento de contumacia 
del titular no se encuentra debidamente 
fundamentado; y (e) que tal como reco-
noció la SMA, existen dos factores de 
disminución que benefician al infractor, 
cuales son, ‘irreprochable conducta ante-
rior’ y “cooperación eficaz”50.

Como es posible observar, los elementos 
analizados por el 3TA dicen relación con la in-
correcta ponderación de los antecedentes fác-
ticos que han sido considerados para resolver 
sancionar a la compañía, los cuales, a juicio 
del tribunal, debieron haber sido considera-
dos de una manera distinta a la realizada por 
la Superintendencia del Medio Ambiente. Lo 
anterior, corresponde a un esquema de argu-
mentación51 que no obedece al principio pro-
porcionalidad en sentido estricto, en el cual el 
objeto de análisis dice relación con la relación 
entre la intervención de los derechos funda-
mentales que implica la sanción administrativa 
y el derecho que se interviene.

En este contexto, el razonamiento del 
3TA no permite responder la pregunta acerca 
de si la medida ha sido proporcional ni, en 
particular, arribar a una conclusión respec-
to a si, la sanción permite satisfacer o no el 
subprincipio de proporcionalidad en sentido 
estricto. Lo anterior, toda vez que se ha omi-
tido el cuestionamiento a la importancia de 
la finalidad que la Superintendencia del Me-
dio Ambiente ha perseguido al momento de 
proponer la revocación de la Resolución de 
Calificación Ambiental del Proyecto. A mayor 
abundamiento, cabe identificar la referencia 
explícita al análisis de la motivación del acto 
administrativo por parte del 3TA al analizar el 
subprincipio de proporcionalidad en sentido 
estricto:

“[…] considerando el mayor estándar de 
motivación que requiere la imposición 
de una sanción de revocación de la re-
solución de calificación ambiental y las 
circunstancias del caso concreto, la reso-
lución reclamada debió haber realizado 
un ejercicio suficientemente motivado 
de las razones que la llevaron a optar por 
la medida más gravosa que contempla 
el ordenamiento jurídico ambiental y a 

50 Nova Austral S.A con Superintendencia del Medio Am-
biente (2023).
51 soto 2017.
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desestimar la aplicación de sanciones 
de menor intensidad. Por consiguiente, 
se colige que la resolución sancionatoria 
carece de una debida fundamentación y, 
por tanto, la sanción resulta despropor-
cionada”52.

A partir del análisis del razonamiento 
del 3TA, es posible observar que la discusión 
acerca de la proporcionalidad de la sanción 
impuesta por la Superintendencia del Medio 
Ambiente ha tenido lugar, en realidad, respec-
to al deber de motivación del acto administra-
tivo, argumentación jurídica intrínsecamente 
vinculada al principio de legalidad. En defini-
tiva, la discusión acerca de la importancia del 
fin perseguido por la Administración al ejercer 
su potestad sancionadora, esto es, la finalidad 
disuasiva y cautelar para la protección del me-
dio ambiente, es una cuestión que no ha sido 
revisada al alero del subprincipio en revisión, 
por lo que no es posible hablar de proporcio-
nalidad en sentido estricto ante la ausencia 
del análisis de las ventajas y desventajas de la 
aplicación de la sanción.

Conclusiones

El principio de proporcionalidad como es-
tándar de escrutinio de los actos de la Ad-
ministración tiene un rol fundamental en la 
actividad sancionadora. Como señalamos en 
el desarrollo de este trabajo, la proporciona-
lidad al ser un principio general de derechos 
fundamentales, necesariamente se vincula 
con la Constitución y una de sus funciones 
asociadas a la limitación del poder del Estado 
en relación al debido respeto de las garantías 
fundamentales53.

De este modo podemos concluir que 
el principio de proporcionalidad articula un 
“círculo virtuoso” de protección del individuo 
ante la intervención de la actividad adminis-
trativa. La ausencia del principio en estudio, 
permitiría una administración excesivamente 
eficaz, pero proporcionalmente, excesivamen-
te ilegal e irrespetuosa con los derechos del 
regulado. Lo anterior acarrearía consecuencias 
indeseadas para la coherencia del sistema jurí-
dico, provocando una “Constitución de papel” 
inoperante, encontrándose constantemente 
vulnerada en la consagración de derechos y 
libertades.

52 Nova Austral S.A con Superintendencia del Medio Am-
biente (2023). 
53 landívar 2011.

En relación a la aplicación del princi-
pio de proporcionalidad al caso “Centro de 
Engorda de Salmónidos Cockburn 23”, se 
considera relevante distinguir principio de 
legalidad y el deber de motivación de los ac-
tos administrativos que conlleva, respecto del 
principio de proporcionalidad, cuya aplicación 
pretender resguardar una prohibición de exce-
so a través de garantizar la satisfacción de los 
subprincipios de idoneidad, necesidad y pro-
porcionalidad en sentido estricto.

Al respecto, es posible observar que el 
3TA, al momento de analizar la idoneidad de 
la, se limita a revisar si la sanción satisface el 
principio de legalidad. En tal sentido, la sen-
tencia no revisa si la revocación es adecuada 
para contribuir a la obtención de un fin cons-
titucionalmente legítimo que, en el presente 
caso corresponde a la protección del medio 
ambiente como una posición ius fundamental.

En relación al subprincipio de necesi-
dad, es posible observar que el 3TA se remite 
a evidenciar de qué manera la sanción más 
gravosa ha sido justificada, sin desarrollar una 
comparación de las distintas alternativas hi-
potéticas disponibles que habrían permitido, 
con una menor intensidad en la restricción 
de derechos, garantizar la satisfacción del fin 
legítimo que persigue la restricción efectiva-
mente empleada, a través de la revocación de 
la RCA del Proyecto. Al respecto, el análisis 
nuevamente recae en la motivación y no en el 
abanico de alternativas hipotéticas aplicables.

Finalmente, en relación a la aplicación 
del principio de proporcionalidad en senti-
do estricto, los elementos analizados por el 
3TA dicen relación con la consideración de 
antecedentes fácticos tenidos en cuenta por 
la Superintendencia del Medio Ambiente al 
sancionar a la Compañía, los cuales, a juicio 
del tribunal, debieron haber sido ponderados 
de una manera distinta a la realizada por la 
Superintendencia del Medio Ambiente. Sin 
perjuicio, dicho análisis no tiene relación con 
la proporcionalidad de la medida, ni tampoco 
permite concluir si la sanción permite satisfa-
cer o no el subprincipio de proporcionalidad 
en sentido estricto, al no cuestionar la impor-
tancia de la finalidad que la Superintendencia 
del Medio Ambiente ha perseguido al mo-
mento de proponer la revocación de la Reso-
lución de Calificación Ambiental del Proyecto.
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